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Instrumentos 
de intervención sobre 
el suelo 

Política de suelo y 
valoración catastral 

E 
n este artículo se trata de establecer 
un marco conceprual y temático a 
partir del cual se puedan analizar 

los instrumentos de intervención públi­
ca sobre el suelo, y por lo tanto situar el 
sentido del Catastro. 

Una buena parte de las medidas de in­
tervención sobre el inmobiliario tienen 
que contar con una valoración de los bie­
nes sobre los que se actúa, por lo que los 
instrumentos de valoración del suelo tie­
nen una repercusión muy extendida. 

El problema surge por la disparidad 
de estos instrumentos y por la existen­
cia de valoraciones diferentes que pro­
ducen una narural confusión entre los 
ciudadanos, llegando en ocasiones a 
entrar en contradicción entre ellas. 

la función básica del Catastro es la 
de delimitar y valorar los bienes inmo­
biliarios, actividad imprescindible para 
la intervención pública pero en especial 
para la política fiscal del suelo con re­
percusiones en los otros instrumentos 
de la política inmobiliaria. Para s ituar 
adecuadamente la función y el sentido 
del Catastro, es necesario considerar su 
emplazamiento dentro de la política pú­
blica de suelo y de las medidas que la 
acompañan. 

El supuesto inicial es que las inter­
venciones públicas sobre el inmobilia­
rio forman un sistema tal que cualquier 
cambio en una de ellas, afecta de alguna 
manera a todo el conjunto, con lo que la 
consideración de las mismas en forma 
de sistema, puede llevar a un esclareci­
miento del sentido de los instrumentos 
de intervención. 

Este planteamiento condiciona una 
forma de afrontar el problema que sea 
totalmente abierta, s in encerrarse en 
fraccio namientos academicistas del 
conocimiento sobre el suelo que, aun­
que pod rían ser lógicos en sus plante­
amientos, nos llevarían a un reduccío­
nismo ajeno a la práctica política de in­
tervención, por eso se parte d e la 
consideración del problema del suelo 
en todas sus escalas y sectores, desde 
el suelo urbano al suelo rural y desde 
los planteamientos de la política de 
transporte a los de la actividad inmo­
biliaria. 

las teorías de valoración del suelo 
El objeto de cualquier valoración del 

suelo es el de acercarse a los precios co­
rrientes de los bienes inmobiliarios, pe­
ro la dificultad de seguir los precios y 
sus oscilaciones con precisión lleva a la 
necesidad de comprender los procesos 
de su formación. Existen posiciones di­
ferentes a la hora de explicar el comple-
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jo fenómeno del establecimiento de es­
tos valores por la sociedad. Dentro de 
estas posiciones, merece la pena consi­
derar dos de eJJas: las que establecen 
que el suelo tiene un valor intrínseco en 
sí mismo y las que lo juzgan como ca­
rente de valor. 

Las teorías del suelo-valor son las 
que parten de la decisión subjetiva por 
parte del individuo de las alternativas 
que se le ofrecen en un espacio deter­
minado, para, a partir de ahí, explicar 
las diferencias existentes en la oferta y 
la demanda de ese bien que es la base de 
la fijación de los precios. Esta conside­
ración parte pues del subjetivismo de la 
actuación humana y considera que la li­
bertad de elección entre alternativas 
distintas es el condicionante máximo 
de esa fijación de precios. En esta teoría 
el suelo tiene un valor en sí mismo y se 
considera como una mercancía cual­
quiera sometida a las tensiones de la 
oferta y la demanda, en un hipotético 
marco de tendencia hacía el equilibrio 
entre ambas, lo único es que sus pro­
pias peculiaridades de no poderse re­
producir le dan un comportamiento si­
milar al de otros bienes escasos en 
cuanto a la fijación de su valor. (WINGO, 
ALONSO). 

El desarrollo de estas teorías nos lle­
varía al fraccionamiento de la valora-
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ción global en valoraciones parciales: 
rema de situación, rema de expecrariva 
de desarrollo, etc., (SANTILLANA, A.). 

Las recrías marxistas parten de un 
supuesto diferente con la consideración 
de que el suelo no tiene un valor en sí 
mismo, ya que el valor depende única­
mente de la aplicación del trabajo hu­
mano a una matena determinada. En 
consecuencia su prec10 o su renta le 
viene dada por un privilegio que tiene 
el propietario de obtener una sobrega­
nancia por encima de la extracción de 
plusvalía que se da en las actividades 
productivas. Esta teoría se basa funda­
mentalmente en las consideraciones de 
MARX en el libro Tercero del Capital, o 
de E:--:GELS, en su libro sobre la cuestión 
de la vivienda, aunque ha tenido desa­
rrollos notables, fundamentalmente en 
los últimos años. El problema que se 
plantea es el mismo que el de la anterior: 
la explicación de los valores de cambio 
que adquiere ese bien que llamamos 
suelo. (LIPIETZ, TOPALO\' MAsSEY). 

Estas recrías tratan de explicar la for­
mación de las rentas y los precios del 
suelo, y sobre todo el hecho de la dife­
renciación que se esrablece en los mis­
mos. En ambas se expresan las contra­
dicciones que generan los procesos de 
formación de las rentas y precios del 
suelo, de manera que se requiere una 
intervención pública para poder supe­
rarlas. En esre sentdo resulta curioso 
que hasta en los períodos de predomi­
nio de las políticas económicas más li­
berales, la intervención pública sobre el 
mercado inmobiliario se ha mantenido 
e incluso incrementado, para poder sol­
ventar esas contradicciones que produ­
cen los procesos de valoración mmob1-
liaria. 

De esta segunda teoría se derivaría 
fácilmente la exigencia de apropiación 
pública del suelo, en la medida en que 
su posesión no cumple ninguna f un­
ción económica positiva, y es el resulta­
do de un pacto tácito que Lleva al man­
tenimiento de la propiedad privada co­
mo ficción justificadora de la producción 
de esas remas. A. LlPIETZ llega incluso a 

tratarla como un tributo que la sociedad 
en su conjunto rinde a los propietarios 
in mobiliarios. 

La consideración de estas perspecti­
vas, en cualquier caso nos ayudan a com­
prender los motivos de la existencia de 
esos precios del suelo pero no llega a 
explicar la cuantía de los mismos. 

La política de suelo 
Tratar de la política de suelo es rrarar 

de la intervención del Estado sobre el 
mercado de suelo. Por lo tanto al inten­
tar analizar dicha política tendremos 
que partir de esa exigencia de interven­
ción del Estado. 

El suelo es un bien con una caracte­
rística especial: es irrepetible y necesa­
rio para la actividad humana, de mane­
ra que aunque está sujeto a la compra y 
venta y, por lo tanto, a una valoración 
económica, tiene un comportamiento 
bastante atípico en relación con ar ras 
mercancías. Por ello, en primer lugar, se 
cuestiona su condición de mercancía 
como tal y, en segundo lugar, no se le 
pueden aplicar de forma indiscrimina­
da las leyes y principios económicos 
que rigen para esas mercancías que se 
compran y se venden en un mercado 
que regula sus precios en función de la 
demanda, la oferta y las disponibilida­
des. 

El carácter de ser soporte de las acti­
vidades le da por otro lado al suelo una 
situación de condicionante de las mis­
mas que puede entrar en contrad icción 
con las afinidades e incompatibilidades 
propias de las actividades humanas. 
Por lo tanto el suelo debe someterse a 
una regulación respecto a las activida­
des que debe recibir sobre sí, lo que im­
plica la intervención del Esrado. 

En nuestra sociedad el suelo es sus­
ceptible de una apropiación privada, es 
más, dicha apropiación es una de las 
bases del orden jurídico y económico 
existente, con lo que nos enfrentamos a 
la paradoja de que ese bien que es ne­
cesario para cualquier actividad, y en 
concreto para las actividades colectivas, 

puede gozar de un estatuto de privaci­
dad que en ocasiones entra en contra­
dicción con los fines sociales que se le 
exigen. 

Desde la perspectiva de la interven­
ción sobre las formas de tenencia, el 
problema fundamental que se plantea la 
política de suelo es cómo conseguir el 
suelo necesario para usos públicos rales 
como equipamientos, zonas verdes o 
infraesrrucruras o para aquellos usos 
que se necesitan o cuya capacidad para 
adquirir el suelo al p recio de mercado 
es muy baja, sería el caso de las vivien­
das sociales o el de los parques natura­
les especialmente protegidos. El proble­
ma estriba en la multiplicidad de fór­
mulas que se establecen para esta 
adquisición, desde la compra direcra 
hasra la expropiación forzosa, y en el 
cosre que entrañan cuan90 se aplican 
en el suelo urbano. (GARClA BELLIDO, J.). 

Por otra parte la Administración co­
rno propietaria del suelo también pue­
de enajenarlo, aunque dados los pro­
blemas que ello suscita, cada vez más 
se trata de buscar cauces que no impli­
quen una toral pérdida de poder sobre 
el mismo, estableciend o la posibilidad 
de la cesión de uso en suelos de titula­
ridad pública de manera que la propie­
dad pueda reverti r a la comunidad al 
cabo de un cierro tiempo, abriéndose 
con ello una esperanza de cara a las 
necesidades del futuro en materia de 
suelo. 

La falta de consideración del peculiar 
comportamiento económico del suelo, 
puede llevar a planteamientos erróneos, 
entre los que podemos considerar es­
pecialmente el del Decreto Boyer de 
1985 que liberalizaba los alquileres sin 
contar con la desprorección a la que se 
sometía a la parte más débil, el inquili­
no, en un mercado de gran escasez co­
mo es el español, y s in el recurso de los 
alquileres públicos que existe en otros 
países europeos. Este mismo error se 
vuelve a plantear con la iniciativa de ge­
neralizar el aprovechamiento del suelo 
urbano para todo el ámbito municipal, 
con el mismo planteamiento de supo-



ner que se puede establecer un equili­
brio entre la oferta y la demanda en las 
transacciones de este bien que tiene 
esas condiciones específicas que con­
ducen a un comportamiento diferencial 
respecto a otros bienes capaces de ser 
producidos en función de las fluctua­
ciones de la demanda. 

Política del suelo y especulación 
La palabra especulación puede tener 

sentidos y valoraciones un tanto dispa­
res, la precisión de su contenido.se nos 
hace imprescindible para poder pro­
fundizar en el estudio de las políticas de 
suelo, aunque no sea más que por el he­
cho de que especulación y transacción 
son dos conceptos que van frecuente­
mente unidos. 

«Especulum», en latín es espejo y es­
pecular sería algo así como establecer 
espejismos o deslumbrar. Su sentido es 
básicamente económico, de manera 
que la especulación es la creación de es­
pejismos o brillos económicos, o lo que 
es lo mismo, elevaciones desproporcio­
nadas del valor de los bienes. 

En realidad si especular es vender 
una mercancía a precio más elevado del 
que se compró, todo el sistema está ba­
sado en esa especulación y moralmente 
es algo que está aceptado plenamente. 
Por eso se afirma que la especulación en 
sí no tiene por qué ser considerada de 
forma negativa. 

El problema se plantea cuando esa 
especulación tiene repercusiones con­
siderables sobre la sociedad porque es­
trangula la aportación de un bien nece­
sario, es decir, cuando se da una reten­
ción improductiva de suelo basada en 
esa exclusividad de la apropiación y 
su utilización para elevar el precio del 
mismo en momentos de escasez. 
(RocH, F y G uERRA, F). 

Evidentemente, la política de suelo 
tiene que intervenir sobre tal contradic­
ción, tratando de solventarla. Para ello 
introducirá instrumentos legislativos, 
capaces de delimitar adecuadamente la 
función pública de ese bien e instrumen­
tos fiscales capaces de establecer con-

trapartidas que disuadan a los que re­
tienen suelo, o que les carguen econó­
micamente de tal manera que no entor­
pezcan el desarrollo de la ciudad. 

Los objetivos de la política de suelo 
Los objetivos básicos de la política 

del suelo pueden resumirse en tres: 
• La regulación del mercado de sue­

lo, tratando de controlar los precios. 
• La adquisición de suelo para las 

necesidades de uso colectivo. 
• El control de los usos y las formas 

del suelo y sus mejoras en orden a con­
seguir una distri~ución racional y apro­
piada de los mismos. 

En efecto, la regulación del mercado 
es una tarea del Estado en la medida en 
que el descontrol de los precios puede 
llevar a una serie de contradicciones so­
ciales fuertes, estando en manos del Es­
tado los instrumentos que pueden lle­
gar a evitar este descontrol, fundamen­
talmente a través del p laneamiento 
urbanístico y la realización de actuacio­
nes de choque. 

La adquisición de suelo es una parte 
importante dentro de la política de sue­
lo, en la medida en que es imprescindi­
ble para la realización de las inversiones 
públicas en infraestructuras, dotacio­
nes y viviendas que necesita la colecti­
vidad. 

Respecto al control de los usos y las 
formas, se puede decir que se concen­
tra fundamentalmente en las activida­
des de planeamiento y resulta necesa­
rio en la medida en que se trata de evi­
tar las incompatibilidades y de 
fomentar las complementariedades 
que el mercado por sí solo, dado su ca­
rácter fragmentado, no puede asegurar, 
como tampoco puede garantizar la es­
tética resultante de una actuación co­
lectiva coordinada. 

Estos objetivos de la política de suelo 
se llevan a cabo a partir de tres tipos de 
instrumentos, la combinación de los 
instrumentos utilizados para cada uno 
de los grandes objetivos de intervención 
nos daría cuenta de las formas concretas 
que adquiere la política de suelo. 

Los ins trumentos de la política de 
suelo 

Para llevar adelante los objetivos de 
la política de suelo la Administración 
cuenta con una sene de instrumentos 
que se pueden resumir en tres tipos: 

• Medidas de planificación encami­
nadas a una ordenación del aprovecha­
miento del suelo, tanto urbanístico co­
mo agrícola o de transportes, y capaces 
de ordenar las formas y distribuir ra­
cionalmente los usos y funciones. 

• Medidas de legislación tendentes a 
regular la apropiación del suelo y a con­
trolar la actividad que se ejerce sobre el 
mismo. 

• Medidas fiscales que tratan de con­
trolar las rentas y las transacciones de 
los bienes mmobiliarios o que simple­
mente gravan su uso y disfrute. 

Los instrun1entos 
de planea1niento y 
ordenación 

Las políticas de planificación pueden 
ser consideradas desde dos perspecti­
vas, una política, que tendría que ver 
con la orientación de las intervenciones 
sobe la ciudad y sobre el territono, co­
ordinadas por una imagen determmada 
de la ciudad o del espacio del que se tra­
te. La otra vertiente técnica de la plani­
ficación tiene que ver con las metodolo­
gías y los procedimientos empleados en 
la elaboración de los planes, en el so­
porte que expresa esos objetivos políti­
cos y en el ordenamiento de los procesos 
de intervención sobre la ciudad, para 
poder alcanzar sus objetivos. 

La exigencia de racionalizar el asen­
tamiento de las actividades humanas en 
el espacio lleva a la necesidad de plam­
ficar las mismas en orden a conseguir 
una funcionalidad, una coo rdinación y 
una estética que de otra manera serían 
imposibles de alcanzar, por más que al­
gunas posiciones denominadas confu­
samente «posmodernistas» exijan la 
des regulación como un requisito básico 
de la política inmobiliaria. 
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El planeamiento se convierte en el 
instrumento más importante de la polí­
tica de suelo, porque a través de él va a 
intentar controlar la localización de las 
actividades y ordenar las formas espa­
ciales que se produzcan. Habrá en prin­
cipio tantos tipos de planes como tipos 
de políticas de suelo sean definidas des­
de la Administración, hablar de política 
de suelo es hablar de planificación es­
pacial. 

En el caso español, la reestructuración 
administrativa realizada tras la democra­
tización está Llevando a un cambio en las 
figuras de planeamiento territorial. Las 
competencias de las autonomías sobre 
el urbanismo y la ordenación del terri­
torio aconsejan con frecuencia el esta­
blecimiento de una legislación específi­
ca que fije las lineas de las políticas te­
rritoriales y urbanas. 

Los planes de urbanismo 
Pero tratar de política de suelo es 

fundamentalmente tratar del planea­
miento urbano, en la medida en que es­
te es el instrumento más generalizado 
de la política del suelo urbano. 

Un plan de urbanismo trata funda­
mentalmente de regular las actuaciones 
en el medio urbano delimitando las ca­
racterísticas espaciales de las mismas y 
estableciendo los instrumentos de ges­
tión adecuados para su realización. Pero 
esa asignación de usos lleva a establecer 
un valor diferencial de los terrenos afec­
tados. Hasta que no se establecieron sis­
temas compensatorios el planeamiento 
se convertía en una auténtica lotería, 
con la diferencia de que los premios 
que otorgaba no se debían al azar, sino 
a una decisión que era vulnerable a las 
presiones exteriores. 

Pero esos sistemas compensatorios 
son limitados y la calificación del suelo 
se convierte todavia en un medio de re­
valorización de las propiedades inmo­
biliarias. La dificultad de controlar los 
valores del suelo por parte de la Admi­
nistración que lo califica es una de las 
mayores contradicciones que se le pre­
sentan a la política de suelo. Esto supo-

ne que el gran reto del planeamiento, es 
precisamente el de dimensionar la cali­
ficación de suelo, de acuerdo con las 
necesidades de desarrollo urbano y en 
concreto con los que se redactaron du­
rante los años sesenta y comienzos de 
los setenta. 

Pero se produjeron durante la vigen­
cia de los modelos de austeridad otra 
serie de planes más comedidos en 
cuanto a su calificación de suelo urba­
no, que en algunas ocasiones han podi­
do ser poco previsores respecto a la 
evolución futura de las ciudades, dando 
lugar a estrangulamientos en la urbani­
zación del suelo que han incidido en la 
elevación del precio de los solares. Esto 
lleva a plantear una cuestión básica a la 
hora de redactar un plan, como es la del 
tamaño del suelo calificado para poder 
satisfacer la demanda del mismo para la 
construcción (CAMPOS, G.). 

El problema del dimensionamiento 
del suelo parte de que sólo una parte del 
suelo calificado como urbanizable es 
puesto en el mercado. Ya que con de­
masiada frecuencia resulta más renta­
ble su retención, porque el incremento 
de valor que puede experimentar supe­
ra con creces cualquier otra rentabili­
dad. Esa situación puede llevar a con­
vertir los programas en documentos 
inútiles, por eso la reforma de la ley del 
suelo incide fuertemente en este aspec­
to tratando de dotar a los Ayuntamien­
tos de instrumentos sancionadores ca­
paces de actuar sobre las retenciones de 
suelo. Lo curioso es que esos instru­
mentos se apoyan fundamentalmente 
en la valoración del suelo que seria ad­
quirido por las administraciones para 
actuar sustitutoriamente. 

El principio fundamental de esos 
instrumentos es precisamente el de re­
trotraer la valoración de los suelos que 
no cumplan los programas previstos a 
la situación precedente, sin que ello im­
plique su descalificación en lo que res­
pecta a los usos que ha de recibir. El jue­
go de las valoraciones se convierte de 
esa manera en la piedra angular del pro­
ceso de planeamiento. 

Los instru111entos 
jurídicos de la política 
de suelo 

Las medidas legislativas, así como los 
decretos emanados de la Administra­
ción Pública, son una materia adecuada 
para el estudio de las políticas de suelo, 
aunque la dispersión producida por la 
implicación de los distintos niveles ad­
ministrativos y la extensión de los mi­
sas, hace especialmente complejo este 
análisis en el que habría que fraccionar 
las medidas según se trate de la Admi­
nistración Central, Autonómica o Local. 
En esta consideración no sólo entran 
las medidas especificas sobre el suelo 
en general sino también aquellas medi­
das que, aunque tienen un origen secto­
rial, suponen consecuencias espaciales 
importantes: políticas de transporte, 
industriales, de vivienda, etc. 

Al tratar de establecer las cuestiones 
jurídicas que se plantean en la política 
actual de suelo tenemos que enfrentar­
nos con los problemas que se derivan 
de la Ley del Suelo vigente y con los pro­
blemas de expropiación que se dan en 
la actuación del sector público. 

Las perspectivas jurídicas del pro­
blema del suelo nos llevarían a conside­
rar tres visiones distintas de los proble­
mas. 

La primera de ellas sería la de la Ad­
ministración, que trata de establecer 
una regulación de los usos adscritos al 
suelo y gestionar los problemas que se 
plantean en la sociedad a partir del de­
sarrollo de actividades que requieren 
un soporte de suelo. 

La segunda visión seria la de la ad­
quisición pública de suelo necesario 
para poder garantizar el normal desen­
volvimiento de las actividades en nues­
tra sociedad, y que lleva a una situación 
de posible fricción con la propiedad. 

La tercera perspectiva sería la del 
usuario que pose un bien que se llama 
suelo sobre el que tiene la soberanía 
que le concede el derecho de propiedad 
para poder actuar con él como desee, 



siempre que no impida el ejercicio de la 
libenad a los demás ciudadanos. 

Respecto a la primera de las perspec­
tivas el problema más grave que se pre­
senta en la actualidad es el de la estre­
chez del marco jurídico actual para es­
tablecer actuaciones de choque capaz 
de desbloquear los problemas de un 
excesivo encarecimiento de los precios 
del suelo, o una escasez del mismo en 
un momento determinado. La posibili­
dad de establecer intervenciones des re­
guladas, es decir, al margen de la legisla­
ción establecida en la actualidad, por 
parte de la propia Administración, se 
manifiesta como una de las pocas sali­
das que pueden darse a estos proble­
mas, pero en cualquier caso, esto impli­
caría un cambio en la legislación en ma­
teria de suelo. 

En cuanto a la situación del adminis­
trado, el problema parte de las disfun­
ciones que se genera de su capacidad de 
apropiarse del suelo y hacer con él lo 
que le convenga y la exigencia de racio­
nalizar las funciones que se le atribuyen 
y de implantar las obras e infraestructu­
ras que se necesitan. Pero es necesario 
reconocer asimismo que en el caso es­
pañol el Derecho de Propiedad es bas­
tante progresista la medida en que con­
templa la función social de la propie­
dad, lo cual da pie para poder edificar 
una legislación que permita una actua­
ción pública en beneficio del colectivo 
social. 

A la hora de enfrentarnos a estos 
problemas es necesario tener en consi­
deración, el alcance de la Ley del Suelo, 
una eventual Ley de Valoraciones del 
Suelo que se juzga necesaria para poder 
afrontar la adquisición de suelo para Ja 
actuación política. Por último hay que 
contemplar la incidencia de otras leyes 
que atañen a un desenvolvimiento ade­
cuado de la politica de suelo. 

la Ley del Suelo 
La Ley del Suelo es el principal ins­

trumento de política de suelo. Su defi­
nición se hace desde el Estado Central 
porque regula un derecho básico que es 

el de la propiedad. Eso ha llevado a que 
los conatos de realizar leyes del suelo 
autonómicas hayan sido rechazados 
sistemáticamente. La Ley del Suelo rige 
para todo el país y sobre todo, para to­
dos los municipios, independiente­
mente de su tamaño, y su problemática. 
(Ley 8/ 1990 de Reforma del Régimen 
Urbanístico y Valoraciones del Suelo). 

La legislación española en materia de 
suelo ha sido producida por una super­
posición de soluciones cada vez más ri­
gurosas, pensadas fundamentalmente 
para afrontar los graves problemas ur­
banos que experimentan las grandes 
ciudades y en concreto las aglomeracio­
nes de Madrid y Barcelona. Estas solu­
ciones no siempre se adaptan para mu­
nicipios de tamaño pequeño y medio 
por su complejidad y por la diferente 
problemática que en ellos se plantea, de 
forma que dificultan la gestión urbanís­
tica de los mismos. 

Para comprender la legislación actual 
es necesario tener en consideración la 
evolución histórica de las ciudades du­
rante la segunda mitad del presente si­
glo, y considerar por una parte la he­
rencia de un Estado controlador y cen­
tralista, y el paso a otro descentralizado 
y promotor. La reforma de Ley de julio 
de 1990 se entiende como un paso de­
cidido hacia una descentralización de la 
gestión del suelo. Los propios Ayunta­
mientos deben asumir su responsabili­
dad en la política del suelo, con la defi­
nición y la gestión del mismo de una 
manera más ágil, y asumiendo una bue­
na parte de las alternativas posibles, 
más allá de los controles que se estable­
cían en la legislación anterior. 

Las reformas introducidas por la 
nueva ley tratan de solucionar los pro­
blemas que surgieron en el planeamien­
to urbano durante los finales de los 
años setenta y comienzos de los ochen­
ta, pero fundamentalmente se centran 
en la solución de los problemas que 
plantea la ed ificación de viviendas so­
ciales y la construcción de equipamien­
tos públicos, tratando de evitar la espe­
culación a partir de la agilización de los 

procesos de urbanización expresada 
por una mayor capacidad de sanción de 
los gestores del suelo municipal. 

La dificultad de la revisión de la Ley, 
por lo que supone de impacto en los 
procesos inmobiliarios y por las presio­
nes en diversos sentidos con las que se 
enfrentaban los gestores, llevo a su de­
mora durante varios años. Pero los de­
vastadores efectos del incremento de 
valor de los bienes inmobiliarios en la 
segunda mitad de los ochenta, sobre la 
construcción de viviendas sociales y 
equipamientos, exigió su redacción y 
aprobación que se produjo en 1990. 

Otras leyes sobre el suelo 
El marco legislativo sobre el suelo 

más allá de la Ley del Suelo, es bastante 
amplio, ya que abarca la capacidad le­
gislativa de las administraciones centra­
les y autonómicas en muchos aspectos. 

Desde la Administración Central 
merece la pena citar en concreto la ley 
de Arrendamientos Urbanos, que po­
dría considerarse como una particulari­
dad del Código Civil, en lo que corres­
ponde a los contratos de bienes inmue­
bles destinados a uso residencial. En el 
proyecto de ley el resto de los inmue­
bles ya no son regulados por la misma 
más que transitoriamente. Dicha Ley 
tiene como principal sentido el regular 
el contrato entre dos partes desiguales, 
el inquilino y el propietario, siendo ne­
cesario proteger de alguna manera al 
primero. Esta protección se basa en que 
a pesar de ser la vivienda un bien nece­
sario para vivir, es por otra parte un 
bien escaso. 

Las rentas de los bienes inmobilia­
rios en alquiler son marcadas libremen­
te por sus propietarios, aunque la diná­
mica de las mismas en el corto plazo de­
ba tener una regulación, tal como se 
expresa en el proyecto de Ley de Arren­
damientos. Teóricamente esa renta po­
dría servir para valorar los inmuebles, 
pero la deliberada búsqueda de un in­
cremento de las viviendas en alquiler 
lleva a evitar cualquier actividad que 
pueda retraer a los propietarios de al-
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quilar las viviendas de su posesión, con 
lo que se trata de desligar la valoración 
de las viviendas en función de sus ren­
tas de la valoración de las mismas con 
fines fiscales. 

Entre las otras leyes que afectan a la 
política de suelo habría también que 
considerar las que regulan la adminis­
tración, y más en particular la ley de Ad­
ministración Local. 

La Administración autonómica tiene 
un papel especialmente importante, 
por sus competencias plenas sobre la 
política territorial, el urbanismo y la vi­
vienda. Las leyes de Ordenación del Te­
rritorio o las específicas que atañen a la 
v1v1enda y al urbanismo, van a ser ins­
trumentos políticos importantes de ac­
tuación sobre el suelo. 

Obtención del suelo 
La intervención pública con creación 

de infraestructuras y equipamientos 
que respondan a las cambiantes necesi­
dades de la soctedad , lleva a la exigencia 
de disponer de los suelos necesarios 
para estos fines. 

Los problemas pnncipales para la 
obtención del suelo con que se enfren­
ta el sector público son fundamental­
mente los de su valor y los de la lentitud 
de los trámites a los que generalmente 
se ve sometido. 

La valoración diferencial del suelo y 
la falta ele coordinación administrativa 
estarían en la base de esos costes más 
elevados a los que tiene que enfrentarse. 

En la escala territorial, el retraso en la 
adquisición del suelo incide en la pér­
dida de las ayudas que pueden venir del 
FEDER (Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional ). La adquisición de los suelos 
necesarios para las infraestructuras 
puede demorarse por la dificultad que 
acarrean, sobre todo cuando se trata de 
lugares en los que existe un gran frac­
cionamiento de la propiedad. 

En las actuaciones sobre el medio ru­
ral, por regla general, esa adquisición 
del sucio no se plantea de forma tan ne­
cesaria, al menos en la realización de las 
pequeñas infraestructuras necesarias 

para la explotación agraria. Es en el me­
dio urbano, donde la obtención del sue­
lo se convierte en el objetivo primordial 
de la pol!tica local de suelo y, para ello, 
puede echar mano de multitud de ins­
trumentos existentes en el ordenamien­
to jurídico. La filosofía fundamental es 
que el Ayuntamiento tiene que obtener 
suelo por cesión de los aprovechamien­
tos lucrativos, planteándose como pro­
blema la rigidez de los mecanismos 
existentes en Ley del suelo frente a otras 
formas más ágiles de resolver este pro­
blema en otros países. 

Los instnunentos 
econó1nicos de 
inteivención sobre 
el suelo 
la regulación y tasación de los 
precios 

La formación de las rentas del suelo y 
su impacto sobre las actividades dan 
origen a toda una serie de contradiccio­
nes que constituyen el objeto de esa in­
tervención. Las medidas de actuación en 
este sentido tienen caracteres diferentes 
según se trate de medidas puramente 
fiscales sobre el uso, sobre las transac­
ciones o sobre la renta, o de medidas de 
control o incluso de intervención sobre 
el mercado de suelo. El estudio de estas 
políticas exige la comprensión de los 
procesos de formación de las rentas del 
suelo y su ef ecLo general sobre la econo­
mía y sobre los usos del suelo. 

Para la intervención fiscal se necesita 
una valoración del suelo y de los bienes 
inmobiliarios que sobre él se asientan, 
más allá de las dimensiones físicas de 
los mismos que aunque pueden ser 
muy importantes para el planeamiento, 
no tienen demasiado sentido para la ac­
tuación fiscal. El problema se plantea 
cuando en la situación actual los bienes 
inmobiliarios tienen valoraciones dis­
pares por parte de la Administración, 
de forma que un mismo suelo o una vi­
vienda, pueden tener valores d istintos 

según se trate del impuesto de bienes 
inmuebles, del impuesto de transmisio­
nes, o de la expropiación para la cons­
trucción de una obra pública. 

Las posibilidades reales que existen 
en la actualidad para que un Ayunta­
miento o una Comunidad Autónoma 
puedan establecer una auténtica regula­
ción de los precios del mercado es bas­
tante exigua, en primer lugar porque 
existe poca experiencia sobre esa acti­
vidad y, en segundo lugar, porque las 
inic1auvas tendentes a establecer un pa­
cnmonto de suelo público apropiado 
para poder regular los precios se ha 
convertido en una auténtica quimera 
que, aunque ha sido planteada ya en la 
antigua Ley de Régimen Local, no ha po­
dido llevarse a cabo más que en muy 
contadas circunstancias. 

Esta inoperancia viene dada en gran 
parte por la rnexistencia de un patrimo­
nio público ele sucio adecuado y por la 
dificultad de promover una política 
mu01cipal de suelo. 

Pero uno de los principales proble­
mas en este sentido es que, con fre­
cuencia, la misma administración influ­
ye en la subida de precios del suelo en 
la medida en que se demora excesiva­
mente en la tramitación del planea­
miento. 

Dentro de esta exigencia de incidir 
en el mercado de suelo habría que con­
siderar específicamente las adquisicio­
nes de suelo del propio Ayuntamiento o 
Comunidad, que se ve obligado fre­
cuentemente a adquirir el suelo a los 
prec10s que él mismo ha marcado para 
su propia fiscalidad. De esta manera, la 
ansiedad recaudatoria a partir del con­
tradictorio impuesto de plusvalía, pue­
de resolverse contra el que establece los 
valores por quedar atrapado en ellos. 
En este sentido, la unificación de valo­
rac10nes y de procedimientos expro­
piatorios para la distintas administra­
c10nes podría suponer una corrección 
de las cles1gualdades que el propio sec­
tor público tiene que soportar en la va­
loración de los solares que se ve obliga­
do a adquirir. 



La recaudación 
El carácter notorio de los bienes in­

mobiliarios y la dificultad de su oculta­
ción les convienen en elementos clave 
en la política fiscal recaudatoria, hasta el 
punto de acumular sobre ellos diversos 
tipos de fiscalidad. 

Desde el Impuesto de Bienes Inmue­
bles, hasta el de transmisiones, pasando 
por el de plusvalía, nos encontramos 
con fines exclusivamente recaudato­
rios. Pero más allá de su eficacia como 
instrumentos de recabar fondos para la 
Hacienda Pública, una parte de estos 
instrumentos pueden ser contradicto­
rios respecto a politicas coherentes de 
intervención pública. 

El hecho de que una buena parte de 
los impuestos se concreten en el mo­
mento de la enajenación del bien inmo­
biliario, lleva sin duda a retraer dicho 
acto, lo que puede tener repercusiones 
importantes sobre la movilidad resi­
dencial. Un cambio de vivienda en un 
régimen predominante de tenencia en 
propiedad, como es el español, trae co­
mo consecuencia una serie de costes 
fiscales adicionales que contribuyen a 
reducir la movilidad residencial, proce­
so que tiene fu enes repercusiones en 
las posibilidades de adaptación del 
mercado de trabajo. 

Por otra parte dicho retraimiento 
puede traer consigo considerables es­
trangulamientos en el mercado inmobi­
liario. Cuando la producción de nuevas 
viviendas se centra fundamentalmente 
en satisfacer las demandas de los estra­
tos superiores de renta de la sociedad, 
el «filtrado» , a partir de la adquisición 
de viviendas usadas puede suponer 
una salida a esa selectividad del merca­
do, facil itando la adquisición a aquellos 
que tienen menores remas. La politica 
fiscal supone un freno a dicho p roceso 
y por lo tanto actúa regresivamente so­
bre el acceso al mercado de vivienda, 
perjudicando notablemente a los hoga­
res con menor poder adquisitivo (LEAL 
l 992). 

La posibilidad de adaptar el sistema 
fiscal y dotarlo de una coherencia res-

pecto a las políticas de suelo y vivienda, 
viene fuertemente dificultado por el he­
cho de ser las administraciones locales 
y autonómicas las principales destina­
tarias de esos impuestos, así como por 
la dispersión valorativa utilizada en la 
determinación de los mismos. 

Conclusión 
Desde el punto de vista de la política 

económica del suelo, el problema fun­
damental que se plantea en la interven­
ción pública es el de la dispersión de las 
medidas fiscales en la valoración de los 
bienes inmobiliarios, de la potenciali­
dad de desarrollos de estas medidas pa­
ra el incremento de los recursos muni­
cipales y de las contradicciones que se 
establecen por la falta de acoplamiento 
entre las medidas fiscales establecidas 
con un criterio exclusivamente recau­
datorio y las otras medidas de interven­
ción sobre el suelo. La exigencia de una 
mayor adecuación de las valoraciones 
catastrales de los inmuebles a la reali­
dad y la unificación en ese valor de las 
demás bases impositivas sobre los bie­
nes inmobiliarios, se plantearía como la 
alternativa básica para una mayor cohe­
rencia de la política económica sobre el 
suelo y para una mayor coo rdinación 
con las otras medidas. 

Desde una perspectiva .iurídica el 
problema fundamental que se plantea­
ría seria el de la desadecuación entre el 
marco legal existente en la actualidad y 
el marco político. Concretándose dicha 
desadccuación, en primer lugar, en el 
constreñimiento excesivo de la gesttón 
del suelo que se les plantea a las admi­
nistraciones locales con la actual ley del 
suelo. En la dificultad de gestión en la 
adquisición de ese suelo para usos pú­
blicos, que han originado todas una se­
rie de medidas más o menos imaginati­
vas que llegan a rozar la ilegalidad. Fi­
nalmente en la desadecuación 
producida entre la normativa que rige 
las expropiaciones del suelo para los 
usos públicos requeridos y la valora­
ción de los bienes inmobiliarios y en lo 

que atañe a la lentitud de los procedi­
mientos sometidos para su resolución. 

En cuanto a lo que respecta a los ins­
trumentos de ordenación, el problema 
fundamental que se plantea es el de la 
lentitud de tramitación del planeamien­
to que desarrollan los planes generales 
de urbanismo, así como la excesiva rigi­
dez de los mismos, fundamentalmente 
en lo que se refiere a la posibilidad de 
actuar puntualmente para solucionar 
problemas de vivienda social o de desa­
rrollo industrial. • 
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